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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 115 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PARA EL GARANTIZAR EL 
RECONOCIMIENTO DEL MUNICIPIO INDÍGENA; A CARGO DE LA DIPUTADA NATY POOB PIJY JIMÉNEZ 

VÁSQUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA.  

 

 

Naty Poob Pijy Jiménez Vásquez, Diputada a la LXVI Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de MORENA, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 179 del Reglamento para 

el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 

someten a consideración de esta asamblea, la presente  Iniciativa con Proyecto 

de Decreto por el que se Reforma y Adiciona el Artículo 115 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar el reconocimiento de, 

Municipio Indígena, bajo la siguiente:  

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El municipio en México representa una institución de profunda raigambre histórica 

y social, cuya vitalidad persiste como eje estructurador de la vida política y 

comunitaria. Esta figura, que hunde sus raíces en las organizaciones prehispánicas 

-desde los calpullis aztecas hasta los sistemas tribales mixteco-zapotecos y los 

clanes mayas- ha demostrado una notable capacidad de adaptación, 

fusionándose con las tradiciones municipales españolas de origen romano-

visigótico para conformar una institución única en el panorama iberoamericano. 
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Su evolución histórica marca hitos fundamentales: desde su primer ensayo colonial 

con la fundación del Ayuntamiento de la Villa Rica de la Vera Cruz (1519), 

pasando por su persistencia durante la Independencia y la Reforma, hasta su 

consolidación como Municipio Libre en la Constitución de 1917. Aunque el 

porfiriato intentó desvirtuarlo mediante el sistema de prefecturas, la Revolución 

Mexicana lo reivindicó como expresión auténtica de la soberanía popular, 

consagrándolo como célula básica de la organización política nacional. 

Tenemos el antecedente y reconocimiento orgánico de la entidad del municipio 

libre. El municipio es un mecanismo institucional originario de España y traspasado 

al sistema mexicano mediante la Nueva España. Es una organización local, básica 

y cercana a los grupos poblacionales asentados dentro de un centro urbano. Es 

una demarcación oficial reconocida por el Estado y sus órdenes de gobierno, se 

compone por el ayuntamiento y el cabildo.  

A su vez, el ayuntamiento, está conformado de presidente, síndicos y regidores, 

con sus respectivos secretarios, en este sentido la importancia del municipio es su 

libertad. Valga la redundancia, el municipio es una personalidad jurídica de 

derecho público reconocida en su momento por los conquistadores españoles. 

El debate constituyente en Querétaro reveló la importancia capital de esta 

institución, donde se libró una intensa pugna por su autonomía política y 

económica, finalmente plasmada en el Artículo 115 constitucional. Esta 

disposición representó un logro revolucionario al reconocer al municipio como la 

expresión concreta de autogobierno local, combinando su naturaleza social 

orgánica con una estructura administrativa moderna. 
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Pese a su reconocimiento constitucional como piedra angular del federalismo 

mexicano, el municipio libre enfrenta paradojas persistentes. El centralismo 

operante -más como práctica gubernamental que como doctrina formal- ha 

limitado sistemáticamente su pleno desarrollo, subordinando frecuentemente su 

autonomía a los intereses del poder central. Esta tensión no resuelta entre el ideal 

revolucionario de autogobierno local y las realidades del sistema político nacional 

sigue siendo uno de los grandes desafíos pendientes de nuestro pacto federal 

porque “la historia de las luchas indígenas en México durante los siglos XIX y XX 

han tenido en sus causas de movilización la consecución (muchas veces la 

restitución) de sus poderes locales mediante la figura del municipio”.1  

El municipio constituye la unidad política primordial de la organización nacional, 

al combinar tres atributos esenciales: un territorio definido, una comunidad social 

organizada y capacidades jurídico-administrativas plenas. Esta tríada lo posiciona 

como el actor idóneo para impulsar un desarrollo integral, donde lo económico, 

lo político y lo social convergen orgánicamente.  

 

La participación ciudadana activa en este ámbito local representa el mecanismo 

más efectivo para generar transformaciones cualitativas desde las bases mismas 

de la sociedad. 

 

 

                                                 
1 Burguete Cal y Mayor, Araceli. 2004. "Chiapas: nuevos municipios para espantar municipios autónomos", en 

Rosalva Aída Hernández, Sarela Paz y MaríaTeresa Sierra (coords.) El Estado y los indígenas en tiempos del 

PAN. Neoindigenismo, legalidad e identidad, CIESAS/ Miguel Ángel Porrúa, México 
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La experiencia histórica denota que el excesivo centralismo estatal mutila 

progresivamente las facultades municipales, despojándolas de recursos y margen 

de acción para atender sus propias realidades territoriales y demográficas. Ante 

esta distorsión del pacto federal, es necesario reivindicar al municipio no como 

institución por crear, sino como estructura por potenciar. Su fortalecimiento 

trasciende lo local: constituye una política nacional estratégica para equilibrar el 

desarrollo regional, tanto en zonas marginadas como en complejos urbano-

industriales, donde los desafíos de gestión requieren soluciones con arraigo 

comunitario. 

 

Debido a que, en el desarrollo del siglo XX, el municipio fue un recurso usado 

desde las políticas integracionistas del Estado, como lo menciona Gonzalo Aguirre 

Beltrán, el antropólogo indigenista que visibilizó la importancia que el municipio 

libre tendría en la cruzada integracionista: 

Esta integración ha sido una de las motivaciones vehementes de la 

Revolución [...] Una de las medidas de mayor trascendencia fue la de 

otorgar a las comunidades (indígenas) una autonomía de gobierno 

dentro de los módulos generales fijados por la Constitución al erigir el 

municipio libre. La mayoría de las comunidades indígenas, su gente y 

el territorio que ocupa, constituyen en la actualidad municipios libres.2 

                                                 
2 Aguirre Beltrán, Gonzalo. 1991. Formas de gobierno indígena. Obra Antropológica IV, Universidad 

Veracruzana/Instituto Nacional Indigenista (INI)/Gobierno del Estado de Veracruz, México, 3ª ed. del Fondo 

de Cultura Económica (FCE).  
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El indigenismo, como política estatal, perseguía la homogenización cultural, 

buscando erradicar la diversidad en favor de un proyecto mestizo único. Al 

imponer el español y suprimir las lenguas originarias, pretendía construir una 

nación unificada, bajo la promesa—a menudo incumplida—de modernidad y 

progreso para los pueblos marginados. 

 

Los llamados Acuerdos de San Andrés Larráinzar, cuyo eje es el reconocimiento 

de derechos y cultura indígena, fueron los primeros y únicos acuerdos firmados 

entre el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) y los gobiernos federal y 

estatal, quedando inconcluso el proceso de paz.3  

 

Como lo han señalado diversos autores, el errático cumplimiento de estos 

acuerdos condujo al fracaso de la agenda por el diálogo. La reforma 

constitucional de 2001 fue notablemente impugnada por las organizaciones 

indígenas del país, por el móvil simulado que la alentó, motivo por el cual el EZLN 

acusó de "traición" al Congreso, y que polarizó a las partes.4 

 

La descentralización efectiva exige superar el modelo actual, donde la 

autonomía municipal opera más como ficción administrativa que como realidad 

política.  

                                                 
3 Hernández Navarro, Luis y Ramón Vera Herrera (comps.). 1998. Acuerdos de San Andrés, Ediciones Era, 

México.          

 
4 Sánchez, Consuelo. 2004. "Autonomía y heteronomía. La reforma conservadora", en Rosalva Aída 

Hernández, Sarela Paz y María Teresa Sierra (coords.), El Estado y los indígenas en tiempos del paan: 

neoindigenismo, legalidad e identidad, CIESAS/Miguel Ángel Porrúa, México, pp. 261–286.          
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La revisión constitucional debe garantizar una doble emancipación: económica 

(mediante sistemas fiscales equitativos) y política (a través de competencias 

legislativas locales). Este rediseño institucional convertiría al municipio en el 

verdadero sustento del federalismo vivo, no sólo en su dimensión teórica sino en 

su operatividad cotidiana. 

 

Como espacio de gobierno más próximo a la ciudadanía, el municipio encarna 

la escuela práctica de la democracia republicana. Su revitalización requiere 

constitucionalizar tres principios irrenunciables: representatividad efectiva, 

capacidad de decisión  real sobre asuntos locales, y coordinación equilibrada 

con otros niveles de gobierno. Sólo así la trilogía federación-estados-municipios 

dejará de ser fórmula retórica para convertirse en mecanismo funcional de 

distribución del poder. 

 

México se distingue por constituir un mosaico cultural vivo, donde la presencia 

histórica y contemporánea de los pueblos indígenas representa el sustrato 

fundamental de nuestra identidad nacional. Según datos del Censo de Población 

y Vivienda 2020, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(INEGI), en México 23,2 millones de personas de tres años y más se auto´-

identificaban como indígenas, lo que equivale a 19,4 % de la población total del 

país; siendo 51,4 % (11,9 millones) mujeres y 48,6 % (11,3 millones) hombres. De los 

23,2 millones de personas que se auto-identificaron como indígenas, 7,1 millones 

(30,8 %) hablaban alguna lengua indígena y 16,1 millones (69,2 %), no.  
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De igual forma, el Censo 2020 registró que el 6,1 % de la población total del país, 

hablaba alguna de las 68 lenguas originarias del país, agrupadas en por lo menos 

364 variantes, lo que equivale a 7,36 millones de personas, con un porcentaje de 

mujeres de 51,4 % (3,78 millones), y 48,6 % (3,58 millones), para hombres. 

 

De estos, 6,4 millones también hablaban español y 866 mil, no, siendo solamente 

cuatro de las 32 entidades federativas que integran el país (Oaxaca, Chiapas, 

Yucatán y Guerrero), las que cuentan con el 50,5 % del total de hablantes de 

lengua indígena. Además, el Censo 2020 indicó que en México habitaban 11,8 

millones de personas en hogares indígenas, siendo 5,7 millones hombres y 6,1 

millones mujeres, con un promedio de 4,1 personas por hogar.5 

 

Esta diversidad, lejos de ser un simple dato demográfico, configura el rostro 

pluricultural de la nación, manifestándose tanto en los ámbitos del patrimonio 

intangible como en las persistentes desigualdades socioeconómicas que 

enfrentan estos grupos. 

 

Las comunidades indígenas encarnan la continuidad de civilizaciones milenarias, 

preservando sistemas de organización social, prácticas productivas y 

cosmovisiones únicas. Su legado se materializa en un invaluable patrimonio 

lingüístico con 68 lenguas originarias y sus variantes, en expresiones artísticas como 

la danza ceremonial y la música tradicional, y en complejos sistemas festivos que 

                                                 
5 Comunicado de prensa INEGI nro. 430/22. Estadísticas a propósito del Día Internacional de los Pueblos 

Indígenas. INEGI, 8 de agosto de 

2022.  https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2022/EAP_PueblosInd22.pdf 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2022/EAP_PueblosInd22.pdf
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articulan lo sagrado y lo comunitario, constituyendo verdaderos repositorios de 

conocimiento ancestral. 

 

La relevancia de nuestros pueblos indígenas trasciende lo cultural: su resistencia 

histórica frente a procesos de marginación y asimilación forzada los ha convertido 

en actores clave para entender la formación del México moderno. Desde la 

época colonial hasta el presente, han mantenido formas propias de gobierno, 

justicia comunitaria y manejo sustentable de recursos naturales, demostrando la 

vigencia de sus modelos civilizatorios pluriculturales, “los pueblos y comunidades 

indígenas y afromexicanas, constituyen un conjunto social pluriétnico y 

multicultural, son portadores de identidades, culturas y cosmovisiones que han 

desarrollado históricamente”6. 

 

Sin embargo, esta riqueza cultural coexiste con condiciones estructurales de 

desventaja. El reconocimiento constitucional de sus derechos en el artículo 2° 

debe traducirse en políticas públicas efectivas que superen el enfoque folclorista, 

garantizando su participación real en la construcción de un proyecto nacional 

verdaderamente intercultural que valore su contribución al desarrollo del país. 

 

Para dar sustento procesal y jurídico de la propuesta aquí vertida, es fundamental 

mencionar el caso emblemático del dos de noviembre de 2011, en donde la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación resolvió el juicio 

identificado con la clave SUP-JDC-9167/2011, conocido coloquialmente como el 

                                                 
6 Pueblos y comunidades indígenas, Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH). Disponible en: 

http://informe.cndh.org.mx/menu.aspx?id=40067 

http://informe.cndh.org.mx/menu.aspx?id=40067
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Caso Cherán7. La decisión ha sido calificada como histórica por diversos 

especialistas en la materia, no sólo por los criterios interpretativos establecidos en 

la sentencia sino también por la singularidad que representa per se el caso 

resuelto.  

 

La cuestión electoral en torno a dicha comunidad inició con un escrito dirigido al 

Instituto Electoral del Estado de Michoacán en el cual solicitaban poder realizar la 

elección de sus autoridades conforme a sus propias normas. Al emitir la 

contestación correspondiente el Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán se limitó a manifestar que no era  posible atender la petición, pues la 

ley secundaria no establece un procedimiento para ello y, por tanto, dicho 

consejo carece de atribuciones para resolverla.  

 

Ante dicha respuesta más de dos mil habitantes de la comunidad se dirigieron a 

la Sala Superior mediante la promoción de un juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano, en el cual solicitaba, en esencia, 

que se atendiera favorablemente su petición.  

 

La sentencia abordaría diversos temas en torno a reglas procesales, derechos 

humanos, materia indígena, aplicación directa de la Constitución, así como los 

tratados internacionales de los que México es parte.  

 

Para resolver y fallar a favor de los pueblos, se emitieron los siguientes criterios 

jurisprudenciales:  

                                                 
7 https://www.te.gob.mx/sentenciasHTML/convertir/expediente/SUP-JDC-9167-2011 
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• Autodisposición organizacional: Los pueblos y comunidades indígenas 

gozan de autonomía para decidir sus formas internas de convivencia y 

organización social, económica, política y cultural (artículos 2, Apartado A, 

fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7 y 8, 

apartado 2, del Convenio número 169 de la Organización Internacional del 

Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes Convenio, así 

como 5 y 20 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas).  

 

• Autodisposición normativa: Dichos pueblos también tienen autonomía para 

aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos 

internos, sujetándose a los principios generales de la Constitución, respetando las 

garantías individuales, los derechos humanos y, especialmente, la dignidad e 

integridad de las mujeres (artículos 2, Apartado A, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 8, apartado 2, del Convenio número 169 

de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 

Países Independientes Convenio, así como 5 de la Declaración de las Naciones 

Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas).  

 

• Autodisposición política: Los pueblos y comunidades deben tener 

autonomía para elegir a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus 

formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus normas, 

procedimientos y prácticas tradicionales, y en el entendido de que debe 

garantizarse la participación de las mujeres en condiciones de equidad frente a 
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los varones (artículos 2, Apartado A, fracción III, de la CPEUM; 5, apartado b) y 8 

del Convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes Convenio, así como 4, 5, 20 

y 33 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas).  

 

• Acceso efectivo a la justicia estatal: A los integrantes, comunidades y 

pueblos indígenas se les debe garantizar de manera efectiva el acceso pleno a 

la jurisdicción del Estado, por lo que debe garantizarse en todos los juicios y 

procedimientos en los que sean parte, individual o colectivamente, que se tomen 

en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, respetándose los 

preceptos constitucionales (artículos 2, Apartado A, fracción VIII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 5 y 8, apartados 1 y 3, del 

Convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 

Indígenas y Tribales en Países Independientes Convenio, así como 1 de la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas).  

 

Cabe señalar que las autodisposiciones tanto organizacional, normativa y política 

forman parte del ejercicio del derecho de autonomía que sustenta en gran parte 

las pretensiones de las propuestas aquí señaladas. 

 

Dos años después, en mayo de 2014, el municipio purépecha de Cherán —

constituido bajo el autogobierno como ejercicio de su derecho a la libre 

determinación— logró un fallo histórico en la Suprema Corte de Justicia de la 
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Nación (SCJN).8 Mediante una controversia constitucional, el pleno del máximo 

tribunal resolvió a su favor en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de 

Michoacán. En su sentencia, la SCJN no solo reconoció por primera vez el estatus 

jurídico de Cherán como municipio indígena, equiparable al de un Municipio 

Constitucional, sino que también avaló su facultad para garantizar la 

preservación y aplicación de su sistema de usos y costumbres, base fundamental 

de su organización política. 

 

Otros casos emblemáticos son los municipios de Oaxaca que reconocen las 

agencias municipales como división política dentro de un mismo municipio. Esta 

estructura ha sido eficaz a la hora de proteger la amplitud de los derechos 

indígenas. 

 

La autonomía municipal es un derecho reconocido en el artículo 115 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En particular, su fracción III 

establece la facultad de las comunidades indígenas para asociarse y coordinarse 

libremente a nivel municipal. Este marco jurídico sienta las bases para que las 

comunidades puedan organizarse bajo el principio de libre asociación y gestionar 

su reconocimiento legal. 

 

Cabe destacar que esta organización es autónoma por naturaleza, lo que implica 

necesariamente una relación de coordinación -no de subordinación- con los 

municipios no indígenas y otros sistemas jurídicos. Es fundamental subrayar que 

                                                 
8https://www2.scjn.gob.mx/AsuntosRelevantes/pagina/SeguimientoAsuntosRelevantesPub.aspx?ID=138752&

SeguimientoID=593&CAP= 
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esta autonomía municipal constituye un derecho fundamental para el libre 

desarrollo de los pueblos indígenas, conforme a los principios constitucionales. 

 

Estas adiciones y modificaciones que se proponen en esta iniciativa, buscan 

reconocer y fortalecer la autonomía y los derechos de los pueblos y comunidades 

indígenas en el marco de la reciente reforma al artículo 2º Constitucional.  

 

Respetando y cumpliendo con el derecho convencional internacional 

establecido en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 

sobre pueblos indígenas y tribales9,  en materia del derecho a la consulta que 

garantiza el consentimiento previo, libre e informado ante programas, proyectos, 

reformas legislativas, acciones estatales o afectaciones a tierras, territorios y 

prácticas socioculturales de los pueblos indígenas, en este tenor como sustento 

de la presente iniciativa, se llevó a cabo un Proceso de consulta previa, libre e 

informada, realizado por la Secretaría de Gobernación y el Instituto Nacional de 

los Pueblos Indígenas en los años 2019 al 2021, por medio del cual se recogieron y 

sistematizaron opiniones, ideas y propuestas de los pueblos indígenas y 

afromexicano, así como de la ciudadanía en general, para impulsar reformas 

constitucionales y legales. 

 

El proceso de consulta se realizó con la participación integral de todos los pueblos 

indígenas y del pueblo afromexicano. Se llevaron a cabo 52 foros regionales en 

27 entidades federativas, incluyendo un foro específico para la comunidad 

                                                 
9 chrome-

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/publi

c/@americas/@ro-lima/documents/publication/wcms_345065.pdf 
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afromexicana en Copala, Guerrero, y un foro con migrantes indígenas en Los 

Ángeles, California. Adicionalmente, se organizaron mesas de trabajo en Villa 

Hidalgo Yalalag (Oaxaca), Monterrey (Nuevo León) y Las Margaritas (Chiapas). 

La participación total superó las 27,000 personas, de las cuales 14,349 fueron 

autoridades indígenas. Cabe destacar que el 35.6% de los participantes fueron 

mujeres.10 

 

La Consulta verso sobre temas transversales que abarcan las aspiraciones, 

derechos y solicitudes históricas de los pueblos indígenas entre los temas que se 

consultaron y analizaron son: Pueblos y comunidades indígenas como sujetos de 

derecho público; Libre determinación y autonomía en sus distintos niveles y 

ámbitos ; Derechos de las mujeres indígenas; Derechos de la niñez, adolescencia 

y juventud indígenas; Pueblo afromexicano y reconocimiento de sus derechos 

fundamentales; Tierras, territorios, recursos, biodiversidad y medio ambiente de los 

pueblos indígenas; Sistemas normativos indígenas, coordinación con el sistema 

jurídico nacional y acceso efectivo a la jurisdicción del Estado; Participación y 

representación de los pueblos indígenas en las instancias de decisión nacional, de 

las entidades federativas y municipales; Consulta libre, previa e informada; 

Patrimonio cultural, conocimientos tradicionales y la propiedad intelectual 

colectiva, el cual incluye a las lenguas indígenas; Educación comunitaria, 

indígena e intercultural; Salud y medicina tradicional; Comunicación indígena, 

comunitaria e intercultural; Desarrollo integral, intercultural y sostenible, soberanía 

                                                 
10 Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. (2021). Propuesta de Iniciativa de Reforma Constitucional sobre 

Derechos de los Pueblos Indígenas y Afromexicano. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/680625/Pr opuesta-Iniciativa-Reforma-Constitucional-

Derechos-Pueblos-Indigenas-Af romexicano.pdf. 
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y autosuficiencia alimentaria; Migración indígena, jornaleros agrícolas y población 

indígena en contextos urbanos y transfronterizos, y Nueva relación del Estado con 

los pueblos indígenas y reforma institucional.11  

 

En agosto de 2019 se llevó a cabo un Foro Nacional cuyo objetivo fue presentar 

los resultados de los Foros Regionales de Consulta y establecer consensos sobre los 

contenidos fundamentales de cada eje temático de la Reforma.12 

 

Los principales resultados obtenidos en este Proceso de consulta, son los 

siguientes: 

- En el Tema 2. Libre determinación y autonomía en todos sus niveles y ámbitos: 

“Reconocer al municipio indígena, así como el derecho a elegir, integrar y 

ejercer su gobierno conforme a sus propios sistemas normativos.” 

 

“Reconocer a los Pueblos y Comunidad Indígena con, entre otras, las 

instituciones y características siguientes: a) La asamblea comunitaria como 

instancia máxima de toma de decisiones; ...”13 

 

                                                 
11 Ibídem. 

12 Ibídem. 

13 Ibídem. 
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- En el Tema 8. Participación y representación de los pueblos indígenas en las 

instancias de decisión nacional, de las entidades federativas y municipales: 

“Establecer y garantizar el derecho de representación y participación de los 

pueblos y comunidades indígenas, atendiendo sus sistemas normativos propios, 

en las diversas instancias de gobierno municipal, estatal, federal, organismos 

autónomos, poderes judiciales y legislativos, con perspectiva cultural dentro de 

sus estructuras institucionales, en todos los casos que por razón de su 

competencia tengan un mandato en materia indígena.” 

 

“Establecer y garantizar el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a 

la representación y participación en la vida económica, social y política en 

todos los ámbitos y niveles de gobierno, con base a sus sistemas normativos.” 

 

“Establecer, garantizar y reconocer los sistemas de organización política y los 

sistemas normativos electorales de las comunidades indígenas en la elección e 

integración de sus gobiernos municipales y/o comunitarios.” 

 

“Establecer y garantizar la representación, en condiciones de igualdad e 

inclusión, de la población y las comunidades indígenas en los gobiernos 

municipales y alcaldías, atendiendo a los criterios de pluriculturalidad y de 

porcentaje poblacional.” 

 

“Establecer órganos colectivos-colegiados de los pueblos y comunidades 

indígenas (parlamento, consejo, asamblea, etc.) cuya elección de 

representantes se realice desde las comunidades, de acuerdo con sus sistemas 
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normativos, para su integración en los ámbitos municipal, regional, estatal y 

federal, para la vigilancia, seguimiento, consulta e incidencia en la política 

pública para garantizar el respeto y cumplimiento de los derechos indígenas, 

que cuente con financiamiento propio.”14 

 

Ahora bien, en cumplimiento al Convenio 169 de la OIT y como sustento de la 

presente iniciativa, el 19 de enero de 2025, se llevo acabo el Foro Nacional de 

Consulta a los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas para integrar 

el Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030, en Michoacán de Ocampo, Michoacán; 

contando con 2,657 asistentes de 64 pueblos: Akateko, Amuzgo, Apache, 

Chatino, Chichimeco (Jonaz, Guachichil), Chinanteco, Chocholteco, Ch'ol, 

Chontal de Oaxaca, Chontal de Tabasco, Chuj, Cochimí, Cora, Cucapá, 

Cuicateco, Guarijío, Huasteco, Huave, Huichol, lxil, Jakalteko, Kaqchikel, K'iche', 

Kiliwa, Kumiai, Lacandón, Mam, Matlatzinca, Maya, Mayo, Mazahua, Mazateco, 

Mexikan, Mixe, Mixteco, Nahua, Otomí, Paipai, Pame, Pápago, Pima, Pirinda, 

Popoloca, Q'anjob'al, Qato'k, Q'eqchi', Tacuate, Tarahumara, Tarasco, Tepehua, 

Tepehuano del Norte, Tepehuano del Sur, Texistepequeño, Tlahuica, Tlapaneco, 

Tojolabal, Totonaco, Triqui, Tseltal, Tsotsil, Yaqui, Zapoteco, Zoque y Afromexicano, 

desarrollando 12 Mesas Temáticas por cada directriz o eje temático del PND.15 

 

Los principales resultados obtenidos en este Proceso de consulta, con relación a 

la presente iniciativa son los siguientes: 

 

                                                 
14 Ibídem. 
15file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Relatori%CC%81a%20General%20Foro%20Nacional%20PCIA%20Morelia

%2019ene2025.pdf 
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Mesa de trabajo 1: Pueblos y comunidades indígenas como sujetos de derecho 

público y su reconstitución integral.  

 

1. Realizar difusión y capacitación para dar a conocer los alcances de la reforma 

constitucional al artículo 2do, a fin de que todas las autoridades la conozcan.  

2. Legalizar y legitimar recursos, sin terceros que se adjudiquen la representación 

de los pueblos. La relación deberá ser con las auténticas autoridades.  

3. Elaborar la normatividad de los pueblos (reglamentos, estatutos, entre otros) 

para que las autoridades del Estado conozcan nuestros sistemas normativos.  

 

4. Hacer valer el autogobierno municipal, conforme a nuestros sistemas 

normativos en armonía con el artículo 115 constitucional, tomando en cuenta la 

condición de sujetos de derecho público de todos los pueblos indígenas y 

afromexicano. 

 5. Ampliar los recursos del FAIS para pueblos indígenas y afromexicanos y se 

incluyan los otros fondos estatales y municipales.  

6. Iniciar un proceso de remunicipalización, con la identidad y unidad de los 

pueblos.  

7. Reformar al artículo 27 de la Constitución Federal para reconocer el derecho al 

territorio de los pueblos indígenas y afromexicanos. 

8. Establecer y coordinar la relación horizontal entre los pueblos indígenas y 

afromexicano y el Estado.  

9. Otorgar a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas concesiones 

de agua y de todas las actividades que requieran concesiones y permisos.  

10. Otorgar al INPI el carácter de Secretaría.  
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11. Materializar el pluralismo jurídico en todas las instancias de gobierno y en 

particular en el poder judicial.  

12. Que los fiscales, jueces, magistrados y ministros sean indígenas o 

afromexicanos, para lograr que nuestros derechos sean debidamente 

interpretados y aplicados.  

13. Cumplir con el presupuesto directo, y sin intermediarios, a pueblos y 

comunidades indígenas para la ejecución de obras de infraestructura básica, 

como caminos, electrificación, servicios de salud, agua potable, mejoramiento de 

vivienda y acceso a internet principalmente.  

14. Armonizar el marco jurídico de las entidades federativas.16 

 

Mesa de trabajo 2: Libre determinación, autonomía y autogobierno.  

 

1. Ejercer la autonomía y autogobierno con la comunidad, el municipio y el pueblo 

indígena.  

2. Reconocer y respetar a la Asamblea general comunitaria como la autoridad 

máxima de las comunidades indígenas y comunitarias.  

3. Facultar a las comunidades indígenas para:  

I. Determinar y ejercer sus sistemas de organización social, económica, territorial, 

jurídica, política, cultural y educativa, así ́como su forma de administración y 

funcionamiento, de conformidad con sus sistemas normativos;  

II. Nombrar a sus autoridades comunitarias y representantes en los Ayuntamientos, 

de conformidad con sus sistemas normativos;  

                                                 
16 Ibídem. 
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III. Impartir justicia indígena a través de sus autoridades comunitarias, de 

conformidad con sus sistemas normativos, y  

IV. Aprobar y expedir sus ordenamientos jurídicos.  

4. Transferir recursos presupuestales municipales, estatales y federales, para que 

se administren y ejecuten conforme a sus sistemas normativos.  

5. Integrar los Ayuntamientos de los municipios con presencia de comunidades 

indígenas, para ser electos de conformidad con sus sistemas normativos.  

6. Los gobiernos municipales deben respetar la autonomía y autogobierno de las 

comunidades indígenas, así como a sus autoridades comunitarias.  

7. Los municipios indígenas serán gobernados por la autoridad electa en sus 

asambleas generales comunitarias o a través de sus instituciones de toma de 

decisiones, las cuales tendrán plena validez y fuerza de Ley.  

8. Las autoridades municipales indígenas tomarán posesión y desempeñarán el 

cargo durante el tiempo que sus sistemas normativos determinen.  

9. Los municipios indígenas podrán expedir sus ordenamientos jurídicos tomando 

en cuenta sus sistemas normativos y especificidades culturales.  

10. Sancionar a los funcionarios públicos que no respeten la autonomía y 

autogobierno de las comunidades indígenas, así como a las autoridades 

comunitarias.  

11. La normatividad de las instituciones de gobierno, en particular, las Reglas de 

Operación, deben ser accesibles para los pueblos y comunidades indígenas, 

evitando contener requisitos y trámites innecesarios.  

12. Las instituciones de gobierno deben brindar asesoría jurídica y asistencia 

técnica a las comunidades indígenas y a sus comunidades para el conocimiento 

e implementación de sus derechos.  
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13. Las instituciones de gobierno, en particular el Instituto Nacional de los Pueblos 

Indígenas, debe hacer la difusión de la Reforma al artículo 2o. de la Constitución 

Federal sobre derechos de los pueblos indígenas.  

14. Reconocer y promover la reconstitución de los pueblos indígenas, 

considerando la afiliación colectiva, étnica, territorial, cultural, lingüística e 

histórica de las comunidades indígenas.17 

 

Como podemos observar en la argumentación de la presente, entre las 

principales características que debe tener el municipio indígena del siglo XXI 

destacan: la libertad absoluta para dictar sus propias normas; la elección directa 

de sus autoridades; la publicidad integral de sus sesiones; la autonomía para 

establecer su régimen fiscal sin limitaciones; y la conformación de una Junta 

General cuyas decisiones rijan aspectos clave como la aprobación del 

presupuesto anual, la enajenación o adquisición de propiedades municipales, la 

firma de contratos públicos (abastecimiento de agua, alumbrado, saneamiento 

o compra de insumos para instituciones), así como la autorización de empréstitos 

en situaciones excepcionales.  

Asimismo, esta propuesta que se plantea en la presente iniciativa garantiza la 

rendición de cuentas con mecanismos de fiscalización, y faculta al municipio 

indígena para gestionar la creación de escuelas primarias, la contratación de 

personal educativo, la construcción o rehabilitación de caminos, y la ejecución 

de obras prioritarias para la comunidad.  

                                                 
17 Ibídem. 
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En concordancia con todo lo expuesto, se añade un cuadro comparativo con el 

artículo correspondiente de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para facilitar la comprensión y el sentido de los cambios propuestos: 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

TEXTO VIGENTE 

 

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para 

su régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, 

laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización 

política y administrativa, el municipio libre, 

conforme a las bases siguientes: 

 

 

 

I. Cada Municipio será gobernado por un 

Ayuntamiento de elección popular 

directa, integrado por un Presidente o 

Presidenta Municipal y el número de 

regidurías y sindicaturas que la ley 

determine, de conformidad con el 

principio de paridad. La competencia que 

esta Constitución otorga al gobierno 

municipal se ejercerá por el Ayuntamiento 

de manera exclusiva y no habrá autoridad 

intermedia alguna entre éste y el gobierno 

del Estado. 

 

 Sin correlativo 

 

 

Artículo 115. Los estados adoptarán, 

para su régimen interior, la forma de 

gobierno republicano, representativo, 

democrático, laico, pluricultural y 

popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización 

política y administrativa, el municipio 

libre y el municipio indígena, conforme 

a las bases siguientes: 

 

I. Cada Municipio será gobernado por 

un Ayuntamiento de elección popular 

directa, integrado por un Presidente o 

Presidenta Municipal y el número de 

regidurías y sindicaturas que la ley 

determine, de conformidad con el 

principio de paridad. La competencia 

que esta Constitución otorga al 

gobierno municipal se ejercerá por el 

Ayuntamiento de manera exclusiva y 

no habrá autoridad intermedia alguna 

entre éste y el gobierno del Estado.  

 

Los municipios indígenas ejercerán su 

autonomía conforme a lo establecido 

en el marco constitucional, 
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… 

… 

… 

  … 

 

II. Los municipios estarán investidos de 

personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

 … 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 … 

a) al  e) … 

 

 … 

 

II. a VIII. … 

 

IX. Derogada. 

gobernándose por sus propios sistemas 

normativos. Sus autoridades serán 

electas democráticamente mediante 

asambleas comunitarias, garantizando 

los principios de interculturalidad, libre 

determinación, igualdad de género y 

pluralismo jurídico. El ejercicio y 

duración del cargo se regirán por sus 

normas internas, en el marco de las 

competencias constitucionales. 

… 

… 

… 

  … 

II. Los municipios estarán investidos de 

personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

 … 

 

Los municipios indígenas tendrán la 

facultad de expedir sus propios 

ordenamientos jurídicos, respetando sus 

sistemas normativos y particularidades 

culturales, igualmente manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

 … 

b) al  e) … 

 

 … 

 

II. a VIII. … 

 

IX. Se reconoce el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas para 

regirse a nivel municipal conforme a sus 
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sistemas normativos internos, 

garantizándoles, en los términos del 

artículo 2° de esta Constitución, 

autonomía administrativa, jurídica, 

cultural, plurilingüe y social en sus 

instituciones y prácticas. 

 

 

Es fundamental precisar que el reconocimiento del municipio indígena no 

representa un fraccionamiento del territorio nacional ni un riesgo para la 

soberanía estatal. Por el contrario, responde a las demandas históricas de pueblos 

originarios que tradicionalmente han enfrentado la incomprensión de autoridades 

externas a sus realidades culturales y necesidades específicas. La 

autodeterminación en la elección de sus autoridades constituye precisamente 

uno de los elementos esenciales de estos territorios, garantizando el ejercicio 

efectivo de sus derechos colectivos. 

 

La figura de territorios especiales cuenta con amplios antecedentes en México, 

como lo demuestran los casos de Baja California, Quintana Roo y Nayarit (antes 

Tepic), que evolucionaron de territorios federales a entidades federativas, según 

lo establecido desde nuestra Constitución de 1824.  

 

A nivel internacional, existen experiencias comparadas relevantes en países como 

Nicaragua (Regiones Autónomas de la Costa Caribe) y Colombia (resguardos 

indígenas), así como modelos de autonomía local en España (Comunidades 

Autónomas) y Rusia (repúblicas étnicas).  
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Para plena implementación en México, es indispensable establecer un marco 

constitucional claro y una ley reglamentaria específica que defina los 

procedimientos para su creación, organización y funcionamiento, garantizando 

así seguridad jurídica tanto para los pueblos indígenas como para el Estado 

mexicano. 

 

Desde el marco normativo, esta reforma encuentra sustento en el artículo 2° de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que reconoce la 

composición pluricultural de la nación y garantiza el derecho de los pueblos 

indígenas a la libre determinación. Se alinea con instrumentos internacionales 

como el Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales (ratificado por 

México en 1990) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los 

Pueblos Indígenas (2007), que obligan al Estado a reconocer sus formas de 

organización política. La Suprema Corte de Justicia ha establecido jurisprudencia 

relevante al respecto, como la contradicción de tesis 293/2011 que reconoce la 

obligación de garantizar la representación política indígena. 

 

Históricamente, esta reforma recupera sistemas de autogobierno ancestrales 

como los calpullis aztecas o los cacicazgos mayas que demostraron la capacidad 

organizativa de los pueblos originarios. Durante el periodo colonial, las repúblicas 

de indios mantuvieron formas de gobierno paralelas que el Estado mexicano no 

ha reconocido plenamente. A pesar de que en 1992 se reconoció el carácter 

pluricultural de la nación, se mantuvo un vacío jurídico al no incorporar el 

municipio indígena en la estructura del artículo 115, lo que esta reforma viene a 

corregir. 
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En el ámbito social, la modificación responde a una deuda histórica con los 

millones de mexicanos que se autoadscriben como indígenas, quienes han 

enfrentado sistemáticamente obstáculos para acceder a cargos de 

representación política. La incorporación del municipio indígena permitirá 

combatir la discriminación estructural que afecta a los 68 pueblos originarios y 

afromexicanos del país. 

 

La propuesta fortalece el sistema democrático al incorporar los sistemas 

normativos indígenas con perspectiva de género (principio de paridad), lo que 

enriquece el pluralismo jurídico mexicano. Esto es coherente con el principio de 

no discriminación establecido en el artículo 1° constitucional y con los avances en 

materia de derechos indígenas. Además, establece mecanismos para garantizar 

la interculturalidad, promoviendo un diálogo horizontal entre el derecho positivo 

y los sistemas jurídicos indígenas. 

 

Finalmente, esta reforma materializa el Estado pluricultural al transformar el 

municipio libre en una institución verdaderamente incluyente. Permite conciliar el 

marco jurídico nacional con la justicia comunitaria, bajo principios de equidad 

sustantiva que garantizan el acceso real al poder político de los pueblos 

originarios. Con esta modificación, México avanza hacia un modelo de Estado 

que reconoce su diversidad cultural como fundamento de su organización 

política y administrativa, cumpliendo así con compromisos internacionales y con 

las demandas históricas de los pueblos indígenas. 
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Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa 

con proyecto de 

 

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 115 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar el reconocimiento del municipio 

indígena. 

 

Único. Se reforma y adiciona el artículo 115 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, para garantizar el reconocimiento del municipio 

indígena, para quedar en los siguientes términos: 

 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de 

gobierno republicano, representativo, democrático, laico, pluricultural y popular, 

teniendo como base de su división territorial y de su organización política y 

administrativa, el municipio libre y el municipio indígena, conforme a las bases 

siguientes: 

 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular 

directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de 

regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio 

de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno 

municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá 

autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.  

 

Los municipios indígenas ejercerán su autonomía conforme a lo establecido en 

el marco constitucional, gobernándose por sus propios sistemas normativos. Sus 

autoridades serán electas democráticamente mediante asambleas 

comunitarias, garantizando los principios de interculturalidad, libre 

determinación, igualdad de género y pluralismo jurídico. El ejercicio y duración 
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del cargo se regirán por sus normas internas, en el marco de las competencias 

constitucionales. 

… 

… 

… 

  … 

 

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

 

 … 

 

Los municipios indígenas tendrán la facultad de expedir sus propios 

ordenamientos jurídicos, respetando sus sistemas normativos y particularidades 

culturales, igualmente manejarán su patrimonio conforme a la ley. 

 … 

a) al  e) … 

 

 … 

 

II. a VIII. … 

 

IX. Se reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas para 

regirse a nivel municipal conforme a sus sistemas normativos internos, 

garantizándoles, en los términos del artículo 2° de esta Constitución, autonomía 

administrativa, jurídica, cultural, plurilingüe y social en sus instituciones y 

prácticas. 
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Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

 

 

Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 05 de mayo del año 2025 

 

 

 

 

NATY POOB PIJY JIMÉNEZ VÁSQUEZ 

DIPUTADA FEDERAL 
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